[bookmark: _GoBack]RESPUESTA DE URUGUAY A CUESTIONARIO DE LA RELATORA ESPECIAL PARA EL DERECHO HUMANO AL AGUA POTABLE Y EL SANEAMIENTO, SRA. CATARINA DE ALBUQUERQUE.

En lo que refiere a la pregunta 1 relativa a conflictos existentes en el país con respecto a los diferentes usos del agua, cabe señalar que en Uruguay no existen conflictos trascendentes en la materia. Esto se debe a que la legislación vigente para la temática de referencia se cumple estrictamente en lo que refiere a diferentes usos del agua y la prioridad en dichos usos. Si bien el Código de Aguas (ley 14.859 de 11 de enero de 1979) contiene secciones destinadas a los usos de la misma, la normativa más reciente es la que se presenta a continuación:
La modificación del artículo 47 de la Constitución de la República en el año 2004 dio lugar a una nueva definición de la Política Nacional de Aguas, puntualizando sus fundamentos principales y declarando que “el agua es un recurso natural esencial para la vida” y que “el acceso al agua potable y el acceso al saneamiento constituyen derechos humanos fundamentales.
	1)
	La política nacional de aguas y saneamiento estará basada en:



	
	a)
	el ordenamiento del territorio, conservación y protección del Medio Ambiente y la restauración de la naturaleza.

	
	b)
	la gestión sustentable, solidaria con las generaciones futuras, de los recursos hídricos y la preservación del ciclo hidrológico que constituyen asuntos de interés general. Los usuarios y la sociedad civil, participarán en todas las instancias de planificación, gestión y control de recursos hídricos; estableciéndose las cuencas hidrográficas como unidades básicas.

	
	c)
	el establecimiento de prioridades para el uso del agua por regiones, cuencas o partes de ellas, siendo la primera prioridad el abastecimiento de agua potable a poblaciones.

	
	d)
	el principio por el cual la prestación del servicio de agua potable y saneamiento, deberá hacerse anteponiendo las razones de orden social a las de orden económico.


Toda autorización, concesión o permiso que de cualquier manera vulnere las disposiciones anteriores deberá ser dejada sin efecto.
	2)
	Las aguas superficiales, así como las subterráneas, con excepción de las pluviales, integradas en el ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, subordinado al interés general, que forma parte del dominio público estatal, como dominio público hidráulico.

	3)
	El servicio público de saneamiento y el servicio público de abastecimiento de agua para el consumo humano serán prestados exclusiva y directamente por personas jurídicas estatales.

	4)
	La ley, por los tres quintos de votos del total de componentes de cada Cámara, podrá autorizar el suministro de agua, a otro país, cuando éste se encuentre desabastecido y por motivos de solidaridad”.
En lo que refiere a Institucionalidad en materia de agua y saneamiento, como primer paso, por medio de la Ley Nº 17.930 del Presupuesto Nacional para el período 2005 – 2009, promulgada el 19 de diciembre de 2005, se dispuso que el Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -MVOTMA- debía proponer al Poder Ejecutivo “la formulación de las políticas nacionales de agua y saneamiento” (Art. 327º) y se creó a esos efectos, en la organización de dicho Ministerio, la Dirección de Aguas y Saneamiento -DINASA-, actualmente Dirección Nacional de Aguas -DINAGUA- (Art. Nº 328) posteriormente derogado, en la redacción dada por el Art. Nº 84 de la Ley Nº 18.046 del 24 de octubre de 2006.
Esta Ley planteó, en particular, atribuciones del MVOTMA en lo relativo a los servicios de agua potable y saneamiento.
El siguiente paso, que fue dado para continuar consolidando la nueva Política Nacional de Agua, fue transferir del Ministerio de Transporte y Obras Públicas -MTOP- al MVOTMA las competencias y cometidos en todo lo relativo a la administración, uso y control de los recursos hídricos, con excepción de las cuestiones relativas a la navegabilidad de los cursos de agua con el objetivo de cumplir con las necesidades del transporte fluvial y marítimo, la realización y vigilancia de obras hidráulicas, marítimas y fluviales, así como la administración y la delimitación de álveos.
Esta transferencia fue dispuesta en el Art. Nº 251 de la Ley Nº 18.172 de Rendición de Cuentas del Ejercicio 2006, promulgada el 31 de agosto de 2007, en la redacción dada por el Art. Nº 397 de la Ley Nº 18.362 del 6 de octubre de 2008, y reglamentada posteriormente a través del Decreto del PE Nº 75/2010 del 24 de febrero de 2010. El MVOTMA gestiona la administración, uso y control de los recursos hídricos en un todo de acuerdo a lo establecido en el Código de Aguas (Decreto-Ley 14.859) y en la Ley Nº 16.858 de Riego con Destino Agrario, en estrecha coordinación con el Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca -MGAP- y vigilando el cumplimiento de la normativa ambiental.


Simultáneamente a estos procesos, un gran avance normativo fue consolidado con la promulgación de la Ley Nº 18.610, el 2 de octubre de 2009, en la cual quedaron establecidos los principios rectores de la actual Política Nacional de Aguas, dando cumplimiento al correspondiente inciso del Art. Nº 47 de la Constitución de la República.

Mediante esta Ley: 1) se interpreta lo establecido en el mencionado artículo acerca del dominio de las aguas, considerando la integridad del ciclo hidrológico, 

2) se destaca que la Política Nacional de Aguas comprende la gestión de los recursos hídricos, así como los servicios y usos vinculados al agua,

3) se dispone que corresponde al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente proponer al Poder Ejecutivo la Política Nacional de Aguas,

4) se detallan los principios que deberá cumplir la Política Nacional de Aguas,

5) se constituyen los instrumentos de la Política Nacional de Aguas,

6) se profundiza en la necesidad de implementar el instrumento de la planificación en la gestión integrada y sustentable de los recursos hídricos, por cuenca hidrográfica y por acuífero, y en el servicio de agua potable y saneamiento a la población, definiendo los objetivos de la Política al respecto y considerando los aspectos a tener en cuenta en su definición,

7) se puntualiza que la gestión de los recursos hídricos contemplará la variabilidad climática y los eventos extremos con la finalidad de mitigar los impactos negativos, en especial sobre las poblaciones,

8) se enfatiza el derecho de los usuarios del agua y de la sociedad civil a participar en la formulación, implementación y evaluación de los planes y políticas que se establezcan,

9) se establece la necesidad de integrar la información relacionada a los recursos hídricos en un sistema nacional de información hídrica, para facilitar la toma de decisiones en relación a la gestión y al control,

10) se crea la figura del Consejo Nacional de Agua, Ambiente y Territorio, en el ámbito del Ministerio de Vivienda, ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en atención a lo expresado en el Art. Nº 47 de la Constitución de la República, respecto al agua, ambiente y territorio y a su gestión sustentable por cuencas e integrada en el ciclo hidrológico, estableciendo su integración y sus competencias,

11) En el año 2012 quedaron constituidos por Decretos del Poder Ejecutivo: el Consejo Regional del Río de la Plata y su Frente Marítimo, el Consejo Regional del Río Uruguay y el Consejo Regional de la Laguna Merín. (Decretos 262/2011, 263/2011 y 264/2011). Se trata de órganos asesores a la Autoridad de Aguas integrados en forma tripartita y equitativa por delegados del gobierno, usuarios y la sociedad civil. En todos los casos son presididos por el Director Nacional de Aguas  del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.

Entre sus competencias figuran: a) Formular el Plan Regional de Recursos Hídricos, b)  acompañar la ejecución de los Planes de Recursos Hídricos adoptando las decisiones necesarias para el cumplimiento de sus metas, c) Vincular al Poder Ejecutivo con los demás actores involucrados en la formulación y ejecución de planes y demás instrumentos de la Política Nacional de Aguas, d) Promover y coordinar la conformación de Comisiones de Cuenca y Acuíferos, brindándoles apoyo a través de su Secretaría Técnica, e) Asesorar y apoyar en la gestión de la Autoridad de Aguas, f) Formular directrices para los Planes Locales de Recursos Hídricos, g) Propiciar el fortalecimiento y el ejercicio efectivo del Derecho de Participación ciudadana reconocido en el Capítulo VI de la Ley de Política Nacional de Aguas (Ley 18.610), h) articular acciones con actores implicados en abastecimiento de agua potable, inundaciones y drenaje, pesca, transporte fluvial, aprovechamiento hidroeléctrico, uso del suelo, medio ambiente, hidrología, meteorología, entre otros, j) Cuando le sea requerido, asesorar sobre proyectos de aprovechamiento de recursos hídricos, procurando su sustentabilidad y eficiencia.

A su vez, existe la Comisión Asesora de Agua y Saneamiento (COASAS) que funciona en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y tiene por objetivo incorporar las distintas visiones a las políticas del sector. A su vez, está integrada, a tales efectos, por delegados de organismos públicos y privados, representantes de la sociedad civil y usuarios.

Adicionalmente, se creó la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), que es la entidad responsable de la regulación en materia de calidad, seguridad, defensa del consumidor y posterior fiscalización de las siguientes actividades: servicio de Agua Potable a terceros a través de redes, producción de Agua Potable para su posterior distribución, servicio de saneamiento (recolección de aguas servidas, evacuación y tratamiento de las mismas).

Cabe mencionar lo preceptuado por el artículo 8 literal G de la ley 18.610: “Que el abastecimiento de agua potable a la población es la principal prioridad de uso de los recursos hídricos. Los demás usos se determinarán teniendo en cuenta las prioridades que se establezcan por regiones, cuencas hidrográficas y acuíferos”.
	
	


Con relación a desafíos que enfrenta Uruguay en materia de gestión de recursos hídricos y aguas residuales y su impacto negativo en los derechos humanos, corresponde mencionar el actual desarrollo industrial de la minería y el significativo avance de la agricultura y/o industria con la utilización de agroquímicos. Se reconoce la necesidad de la creación de controles de carácter preventivo y la adecuación de la legislación vigente en la materia. 
En respuesta a la pregunta 2 relativa a implementación de leyes en la materia, el Estado uruguayo no presenta graves problemas de implementación del marco normativo vigente. Sin embargo, cabe reconocer que se visualizan debilidades en torno a la necesidad de ahondar esfuerzos para una mayor y más eficiente coordinación interinstitucional.
Como respuesta a la pregunta número 3 referente a estrategias, enfoques y mecanismos que guían la gestión de los recursos hídricos, se entiende oportuno adjuntar el informe de acción de Obras Sanitarias del Estado, correspondiente al año 2013. 
A su vez, se destaca nuevamente la existencia de la ya mencionada Dirección Nacional de Aguas, perteneciente al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Es la institución encargada de la evaluación, administración y control de los recursos hídricos. La gestión de los recursos hídricos superficiales y subterráneos se realiza tomando como base la cuenca hidrográfica y los acuíferos.
El inventario actualizado de los aprovechamientos se realiza mediante la recepción, estudio y aprobación de proyectos de aprovechamiento de aguas superficiales y subterráneas, y el otorgamiento, registro y control de los derechos de uso derivados.
Las personas físicas o jurídicas que requieran el uso de aguas superficiales y subterráneas en todo el territorio nacional, con cualquier finalidad, excepto uso doméstico o abrevadero de ganado que no impliquen obras de significación (por ejemplo para riego agrario, industriales, abastecimiento a centros poblados u otros usos productivos), deben tramitar una habilitación de la Dirección Nacional de Aguas y quedar inscriptos en el Registro Público de Aguas (Art. 8 del Código de Aguas – Ley Nº 14859).
"Toda persona o empresa que pretenda realizar perforaciones de pozos para la captación de aguas subterráneas, independientemente de cual sea su destino, deberá contar con Licencia de Perforador expedida por la Dirección Nacional de Aguas (Art. 45, Ley Nº 14.859 y Decreto 86/04)”.
Para facilitar la administración de las aguas se han creado 8 Oficinas Regionales ubicadas en distintas ciudades del país (Artigas, Tacuarembó, Treinta y Tres, Río Branco, Chuy, Fray Bentos, Salto y Montevideo). Los Jefes Regionales actúan como representantes locales de la autoridad de aguas y son los encargados de presidir las Juntas Regionales Asesoras de Riego.
En referencia a participación  en la toma de decisiones relacionadas con la gestión de recursos hídricos y aguas residuales, información y transparencia – Pregunta 4 – resulta pertinente señalar la existencia de los ya mencionados Consejos Regionales de Recursos Hídricos y las Comisiones de Cuenca.
Asimismo, a través de la ley 18.567 de 2 de setiembre de 2009, se determina un nuevo régimen para la descentralización en materia departamental y local y participación ciudadana.  
En virtud de lo preceptuado por los artículos 262, 287 y disposición transitoria Y) de la Constitución de la República, habrá una autoridad local que se denominará Municipio, configurando un tercer nivel de Gobierno y de Administración.
Este tercer nivel de Gobierno y Administración tiene entre sus cometidos y/o facultades la gestión de barométricas en lugares que carecen de saneamiento, así como también la limpieza del alcantarillado de la vía pública. 
Específicamente con relación a información y transparencia, se encuentra el llamado Registro Público de Aguas. El mismo fue creado por el artículo 8º del Decreto-Ley Nº 14.859 de 15 de diciembre de 1978, y está a cargo de la Dirección Nacional de Aguas, según lo establecido en los artículos 2 y 251 de la Ley Nº 18.172 de 31 de agosto de 2007. Su función es la publicidad de los actos que otorgan, modifican o extinguen derechos de uso privativos de aguas, lo que se concreta en dos aspectos fundamentales: la inscripción de esos actos y la información a quien lo solicita. Mensualmente se publican los derechos de uso otorgados en cada período.
Finalmente, como respuesta a la pregunta número 5  - ¿cómo debería reflejarse la cuestión de la gestión de recursos hídricos y las aguas residuales en los Objetivos de Desarrollo Sostenible y el marco de desarrollo post 2015? – cabe señalar que ya en el año 2007 el Estado uruguayo había cumplido con los objetivos planteados en los Objetivos de Desarrollo del Milenio en materia de acceso al agua. Sin embargo, se estima que es necesario mejorar los servicios existentes y en ciertos casos como el saneamiento, proceder a su extensión, por ejemplo a través del desarrollo de mecanismos de saneamiento alternativos.
Como conclusión del presente cuestionario el Estado uruguayo desea subrayar lo siguiente:
Obras Sanitarias del Estado  (OSE) tiene a su cargo el abastecimiento de agua potable en todo el territorio nacional. El servicio atiende alrededor de 2.996.750 habitantes a través de 756.282 conexiones, lo que significa una cobertura de la población nucleada de más del 98%.
En materia de saneamiento, los datos disponibles a Julio de 2012 son los siguientes:
Se operan cerca de 200 servicios, de los cuales 36 corresponden a localidades de más de 10.000 habitantes. 
El número de conexiones es del orden de 263.000. 
La cobertura global de saneamiento colectivo de la población nucleada en centros urbanos en el interior del país es del orden del 38%. 
En la capital del país el saneamiento corresponde a la Intendencia de Montevideo, siendo la cobertura actual de 91, 92% aproximadamente. Se adjunta cuadro ilustrativo relativo a cobertura en materia de agua y saneamiento.


